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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de abril del año 2012, dos mil doce. . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 415/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano HORACIO MORENO GUTIERREZ, quien se ostenta como representante legal del ciudadano CASTO MORENO GUERRERO, en contra del Tesorero Municipal del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Horacio Moreno Gutiérrez, quien se ostenta como representante legal del ciudadano Casto Moreno Guerrero, personalidad jurídica que acredita con copia certificada de Testimonio de la Escritura Pública número 6,172 seis mil ciento setenta y dos, de fecha 18 dieciocho de junio de 1992 mil novecientos noventa y dos, otorgada ante la fe del Notario Público número 64 sesenta y cuatro, Licenciado Manuel Rubio Isusi, en legal  ejercicio en la ciudad de León, Guanajuato, a través del cual el ciudadano Casto Moreno Guerrero, le otorga al ciudadano Horacio Moreno Gutiérrez, entre otros, Poder General para Pleitos y Cobranzas, con todas las Facultades Generales y Especiales que Requieran Cláusula Especial, conforme a la Ley, sin limitación alguna,  en los términos de los artículos 2554 dos mil quinientos cincuenta y cuatro del Código Civil para el Distrito Federal y 2064 del Código Civil para el Estado de Guanajuato y de sus correlativos de los Códigos Civiles de los demás Estados de la República Mexicana. . . . .  . . . . . 
TERCERO.- Que la parte actora impugna la modificación del valor fiscal del inmueble ubicado en Juan José Torres Landa, Colonia Arroyo Hondo y el procedimiento administrativo de ejecución iniciado por no cubrirse el crédito fiscal determinado. La existencia del primer acto se encuentra acreditada en autos de la presente causa fiscal, con el avalúo folio número 49 cuarenta y nueve, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez; y, la existencia del segundo acto se justifica con las copias certificadas del requerimiento de pago, de fecha 17 diecisiete de marzo del año 2011, dos mil once, del mandamiento de ejecución del fecha 12 doce de julio de ese año y del acta de embargo levantada el 29 veintinueve de julio del mismo año; los anteriores documentos obran en el sumario. 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de una cuestión de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o  a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia previstas en dicho artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, se determina que la demanda se encuentra presentada dentro del término legal de 30 treinta días hábiles, establecido por el artículo 263, primer párrafo, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque no se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del mismo Ordenamiento Legal, al no haberse consentido tácitamente los actos impugnados, en razón de que el actor por su parte sostiene que tuvo conocimiento de la modificación del valor fiscal del inmueble que nos ocupa y de la existencia del procedimiento administrativo de ejecución, el 28 veintiocho de octubre del año 2011, dos mil once y niega lisa y llanamente que le hayan notificado conforme a derecho los actos impugnados; la autoridad no desvirtúa dicha negativa, toda vez que de las constancias que aportó al sumario no se desprende que las notificaciones de los actos combatidos se hayan ajustado a derechos, por las razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otro lado, de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se abordara al estudio de los conceptos de impugnación, que expresa el actor en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda, el  actor aduce en lo toral que todo acto de autoridad debe emitirse debidamente fundado y motivado, para considerar que este se ajusta a lo establecido por el artículo 16 de nuestra Carta Magna, lo que en el presente caso no acontece y niega lisa y llanamente le hayan notificado conforme a derecho el acto que impugna, además agrega que resultan totalmente inoperantes el primer, segundo y tercer conceptos de impugnación, toda vez que el actor omite precisar en que consiste el agravio y se limita a indicar el artículo supuestamente violado; en el tercer concepto de impugnación de la demanda, el  actor aduce en lo toral que el avalúo que se consigna en el estado de cuenta se debió de haber efectuado mediante una orden de valuación y la supuesta orden en la cual se apoya el acto reclamado, vulnera en perjuicio de su representado la garantía de legalidad y seguridad jurídica al estar viciado de ilegalidad, por lo cual sus consecuencias deben ser nulas, ya que la misma no fue notificada y nunca se hizo de su conocimiento, violándose con ello los artículos 16 Constitucional y 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de donde se deriva la ineludible obligación de la autoridad de fundar y motivar la orden de visita, por lo anterior solicita se declare la ilegalidad de la resolución reclamada, ya que es fruto de un acto viciado de ilegalidad, que es la referida orden; al respecto en lo toral sigue manifestando en el cuarto concepto de impugnación, que la resolución reclamada vulnera en su perjuicio los artículos 14 y 16 Constitucionales en los cuales tienen su apoyo los artículos 161, 164, 165, 168 y 176 de la citada Ley de Hacienda, transcribiendo dichos numerales en su parte conducente, pues nunca le fue notificado a su representado el avalúo que modifica el valor de su propiedad, sobre el cual se emite el nuevo cobro de impuesto predial del año 2011, dos mil once y el artículo 177 de aludida Ley de Hacienda, establece el procedimiento para la práctica de todo avalúo, lo transcribe; que en el presente caso la autoridad incumple con lo previsto por los numerales citados como infringidos, ya que no existe orden de valuación ni se levantó el acta circunstanciada, como lo prevén los citados artículos 176 y 177, lo que vicia de ilegalidad el acto de molestia. En tanto, que la autoridad en la contestación de la demanda respecto al primer concepto de impugnación, esgrime en esencia que es notoriamente falso e improcedente, lo cierto es que el ahora actor omitió señalar a que notificación se refiere, pues de los actos que por ésta vía trata de impugnar se desprende que son dos actos diversos, uno el avaluó con el que se modifica el valor fiscal y el otro el cobro del impuesto predial y lo cierto es, que ambos actos fueron debidamente notificados tal y como se desprende de las documentales que anexa a la contestación; en cuanto al tercer concepto de impugnación esgrime en lo esencial que el concepto de impugnación es notoriamente falso e improcedente, toda vez que se limita a manifestar los artículos supuestamente violados, mismos que son de origen Constitucional y estas han sido encomendadas a una autoridad diversa al Juzgado, el que se encuentra encargado de velar por la legalidad de los actos y no respecto a la constitucionalidad de los mismos y que la citada Ley de Hacienda no establece que la orden de avalúo deba ser notificada, solo los resultados del avalúo así como el valor fiscal y en el presente caso el avalúo fue realizado el 24 veinticuatro de noviembre de 2011, dos mil once, por lo que tenía pleno conocimiento de la orden emitida en su momento; y, respecto al cuarto concepto de impugnación en lo toral esgrime que existe orden de avalúo emitida por el Tesorero Municipal, no causándosele agravio al actor y en relación a los resultados del avalúo, al momento que el actor se da por enterado se convalida cualquier notificación, anexa dicha orden, por lo que resulta cierta la fecha en que se enteró de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .
Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe mencionar que estos tres conceptos de impugnación no son inoperantes, pues, a pesar de que en el primer punto de agravio, el actor omite expresar el artículo de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que considera violado en su perjuicio en relación a la notificación de los actos fiscales, pero de la argumentación vertida en los otros dos puntos de agravio de la demanda, en su conjunto se desprende la causa de pedir, ya que niega lisa y llanamente que se le hayan notificado conforme a derecho los actos impugnados, de donde resulta, que el impetrante estima como lesión la falta de notificación de dichos actos fiscales, por lo que esa negativa constituye el motivo que origina ese agravio; y, dicha negativa obliga a este Órgano de Control de Legalidad a realizar un análisis sobre la notificación, a fin de determinar si es legal o se incumplieron las formalidades exigidas en la citada Ley de Hacienda, para la práctica de las notificaciones, además arguye la omisión de formalidades previas al avalúo. Respecto a la causa de pedir, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia de la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, se precisa que estos tres conceptos de impugnación se analizan de manera conjunta, en virtud de que la argumentación vertida en los mismos, está relacionada entre sí. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, de acuerdo a lo señalado por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, para efectos del presente proceso, los actos fiscales tienen la presunción de legalidad, pero la negativa lisa y llana, le revierte la carga de la prueba a la autoridad demandada para probar los hechos que dan origen al acto negado, numeral que al efecto establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”

En la especie, el actor niega lisa y llanamente que se le haya notificado el avalúo impugnado, es decir, niega conocer este acto impugnado porque no le fue notificado; circunstancia, que por una parte, obliga a la autoridad fiscal a exhibir en su contestación de demanda las constancias que contienen la notificación del avalúo, a fin de desvirtuar dicha negativa y para este efecto aporta las constancias de la notificación del avalúo combatido y, por otra parte, impone al Juzgador el deber de analizar la diligencia de esa notificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, la notificación de la modificación del valor fiscal de un inmueble, es de carácter personal de acuerdo a lo señalado por el artículo 79, fracción I, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; empero, es el caso que esa notificación se practicó con un tercero; de esta manera, realizando un análisis al artículo 81 de la multicitada Ley de Hacienda, se concluye que cuando se lleva a cabo la notificación personal a través de personas distintas del interesado, deben cumplirse los siguientes requisitos, mismos que deben plasmarse necesariamente en el acta que al efecto se levante: a).- Hacer constar de manera circunstanciada el cercioramiento de que es el domicilio del destinatario del acto fiscal; b).- Asentar detalladamente que la persona interesada o su representante, a quien se deba notificar no estuvo presente en el domicilio correspondiente en el momento que se iba a notificar el acto fiscal; c).- Especificar que al no encontrarse presente el interesado o su representante, el notificador le dejó citatorio con la persona que atienda la diligencia para que esperara al notificador a una hora fija el día siguiente; d).- Expresar que el interesado o su representante no atendió al citatorio que se le dejó, en la hora y día fijados; e).- Mencionar que la notificación se realizó por conducto de diversa persona, indicando el nombre de ésta; f).- Hacer constar de manera expresa que a la persona que atiende la diligencia se le entrega copia de documento que contiene el acto fiscal a que se refiere la notificación; y, g).- Levantar por escrito un acta circunstanciada, de las diligencias en que conste la notificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, examinando el contenido del oficio identificado con el folio número 0707770, de fecha 30 de noviembre del año 2010, dos mil diez, que obra en el sumario en copia certificada, se advierte que en la parte inferior izquierda de este documento, concretamente en el rubro denominado “fecha de notificación”, se aprecia que el notificador que practicó dicha notificación no cumplió con ninguno de los requisitos exigidos por el artículo 81 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, pues no existe constancia: del cercioramiento de que es el domicilio del destinatario del avalúo; de que el interesado o su representante, no estuvo presente en el domicilio en el momento de la notificación; de que se dejó citatorio con la persona que atendió la diligencia para que esperara al notificador a una hora fija el día siguiente; de que no atendió al citatorio; además, no se hace constar la entrega de la copia de documento que contiene el acto fiscal; y, no se levantó el acta circunstanciada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, es así que la notificación del avalúo no se practicó conforme a derecho y por ello se encuentra afectada de ilegalidad; luego, si mediante la notificación el actor conoce el contenido de los actos combatidos y éstos adquieren eficacia porque su conocimiento le permite reaccionar en su contra; entonces, la eficacia del avalúo se consuma en el momento en que el interesado a quien va dirigido tiene conocimiento de su existencia, contenido, alcance y efectos vinculatorios, no antes, ni desde la fecha de su emisión, por ende, el valor fiscal fijado  al  inmueble  que  nos  ocupa, también  es  ilegal, por estas razones y por las señaladas en subsecuentes párrafos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el avalúo es el acto mediante el cual se determina el valor fiscal de los predios y de las construcciones adheridas a éstos; de este modo,  en el caso que se resuelve, de acuerdo a lo señalado por el artículo 162, primer párrafo, fracción II, de la multicitada Ley de Hacienda, el valor fiscal sirve de sustento para establecer la base gravable del impuesto predial y, en consecuencia, para fijar la obligación tributaria a cargo de la parte impetrante, por tal motivo el avalúo del inmueble debida y formalmente notificado constituye un requisito indispensable para que la autoridad administrativa pueda emitir la modificación del valor fiscal correspondiente; pues, la practica ilegal del avalúo y la de su notificación generan la ilegalidad del nuevo valor fiscal y crea un perjuicio inmediato a la esfera jurídica del justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En otro orden de ideas, cabe mencionar que la práctica de todo avalúo debe estar presidido de una orden de valuación decretada la titular de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, según lo estipula el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, numeral que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.”
Conforme a este numeral el avalúo se condiciona a la expedición de una orden de valuación de la Tesorera Municipal, la que constituye una formalidad esencial del procedimiento de valuación y ésta no se cumplió en la especie; pues, es cierto lo que sostiene la autoridad demandada en el sentido de que no existe una disposición que de manera expresa establezca la práctica de la notificación de la orden de valuación, sin embargo, también es verdad que mientras no se le dé a conocer al destinario ese mandamiento escrito, éste no surte sus efectos jurídicos frente al contribuyente a quien va dirigido, por esta razón el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, constriñe a los peritos designados por el Tesorero Municipal a mostrar la orden de valuación al ocupante del inmueble, con el que entienda la diligencia relativa a la visita física al inmueble materia de la valuación; y, por consiguiente, ante este escenario, es el caso, que se incumple con esa formalidad esencial del procedimiento de valuación. . . . . . . . . . . . 
Por otro lado, no se omite mencionar que el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, contempla las formalidades para llevar a cabo la visita física en el inmueble objeto de valuación; pues, conforme a lo estipulado por este numeral, debe exigirse al o los peritos autorizados en la orden de valuación que practiquen la visita física al inmueble objeto de valuación, con el fin de estar en posibilidades de actualizar su valor fiscal y fijar la base del impuesto predial, con absoluto respeto de las formalidades establecidas en dicha disposición legal, las que consisten en que el perito: a).- Se presente en el inmueble objeto de la valuación en hora y día hábiles; b).- Se identifique con la documentación correspondiente ante la persona que atienda la diligencia; c).- Muestre a los ocupantes la orden respectiva; y, d).- Levante una acta circunstanciada de la diligencia respectiva. Sin embargo, es el caso que en autos de la presente causa no obra el acta circunstanciada mediante la cual se hizo constar que los ciudadanos Isaac Méndez y José Ulises, como peritos autorizados por la Tesorera Municipal se hayan presentado en el inmueble en día y hora hábiles, que se identificaron debidamente ante la persona que atendió la diligencia respectiva y que le mostraron la orden de valuación respectiva, por tanto, la anterior omisión constituye un irregularidad que da origen a la ilegalidad de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo anterior, se concluye que el avalúo a debate como acto fiscal no reúne el elemento de validez establecido en el artículo 137, fracción VIII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elemento que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para incluir los actos emitidos por las autoridades fiscales; de esta forma, de acuerdo a lo señalado por la fracción VIII del referido artículo 137, la Tesorera Municipal al emitir el avalúo para actualizar el valor fiscal del predio que nos ocupa, esta constreñida a satisfacer las formalidades del procedimiento de valuación establecidas en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, formalidades que no se cumplieron por parte de la autoridad demandada, al no haberle dado a conocer al impetrante de manera previa la orden de valuación, al haber notificado de manera ilegal el avalúo y al no haber exhibido la diligencia o acta circunstanciada que levantó el perito de la visita física al inmueble materia de la valuación; en consecuencia, el avalúo impugnado se practicó, sin agotar previamente las formalidades del procedimiento de valuación, vicio que origina la ilegalidad del avalúo impugnado que fija el nuevo valor fiscal del inmueble que nos ocupa, en la cantidad de $39’455,834.24 (treinta y nueve millones cuatrocientos cincuenta y cinco mil ochocientos treinta y cuatro pesos 24/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por ende, el avaluó impugnado que modifica el valor fiscal del inmueble que nos ocupa, resulta ilegal, lo que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, ya que se vulneran en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 81, 176 y 177 de la aludida Ley de Hacienda; por consecuencia, con fundamento en lo establecido en los artículos 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad lisa y llana del nuevo valor fiscal del predio ubicado en el Boulevard Juan José Torres Landa, de la Colonia Arroyo Hondo de esta ciudad, registrado bajo la cuenta predial número 03 E 000045 001, fijado en el avalúo fiscal con folio número 49, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del 2010, dos mil diez y de sus actos consecuentes como lo son el oficio con folio número 0707770, de fecha 30 treinta de noviembre del mismo año, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados del referido avalúo y el Procedimiento Administrativo de Ejecución, que comprende los actos siguientes: el requerimiento de pago, de fecha 17 diecisiete de marzo del año 2011, dos mil once, suscrito por la Directora General de Ingresos y su notificación; el Mandamiento de Embargo del Impuesto Predial, de fecha 12 doce de julio del mismo año, suscrito por la  Directora General de Ingresos; y, el Acta de Embargo practicada el día 29 veintinueve de julio ese año,  en la que se embargo el inmueble antes descrito, al apoyarse en actos viciados de origen. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente algún otro, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente  para  otorgar al peticionario de  garantías la  protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción II y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del nuevo valor fiscal que arrojo el avaluó folio 49, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2010, dos mil diez, en la cantidad de $39´455,834.24 (treinta y nueve millones cuatrocientos cincuenta y cinco mil ochocientos treinta y cuatro pesos 24/100 moneda nacional), al inmueble ubicado en boulevard Juan José Torres Landa sin número colonia Arroyo hondo de esta ciudad y registrado bajo la cuenta predial número 03-E-000045-001 y de sus actos consecuentes como lo son el oficio con folio número 0707770, de fecha 30 treinta de noviembre del mismo año, mediante el cual al impetrante se le dan a conocer los resultados del referido avalúo y el Procedimiento Administrativo de Ejecución, que comprende los actos siguientes: el requerimiento de pago, de fecha 17 diecisiete de marzo del año 2011, dos mil once, suscrito por la Directora General de Ingresos y su notificación; el Mandamiento de Embargo del Impuesto Predial, de fecha 12 doce de julio del mismo año, suscrito por la  Directora General de Ingresos; y, el Acta de Embargo practicada el día 29 veintinueve de julio ese año,  en la que se embargó el inmueble antes descrito; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas  expuestas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
